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La Convención Interamericana contra la Corrupción, (en adelante "la Convención") incorporada al derecho interno por Ley 7670 del 3 de abril de 1997 establece en su Artículo III que el Estado costarricense  "considerará …  la aplicabilidad de medidas  … destinadas a crear, mantener y fortalecer: … 11.- Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción."

En respuesta a las obligaciones contraídas al suscribir la Convención, el Estado costarricense ha propuesto una serie de proyectos de ley, y ha establecido algunas políticas. Este trabajo pretende determinar la manera como, en la normativa vigente y las reformas legales propuestas, se atiende la obligación de incorporar mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil en los esfuerzos para prevenir la corrupción.

En los Términos de Referencia de esta consultoría se ha incorporado un detallado cuestionario para guiar la presentación. Este documento transcribe, en lo aplicable, cada una de las preguntas formuladas, manteniendo su organización y presentación y refiriéndose a ellas en su orden y procurando identificarla en el texto (precedidas de una letra en orden alfabético, y un punto; i.e.: a., b., o por un pequeño punto, i.e.: •). Las transcripciones de normas se distinguen por estar en itálicas.

a.
¿Existen en el ordenamiento jurídico de Costa Rica (Constitución Política, Ley, Decreto, Reglamento, etc.) disposiciones que consagren mecanismos de participación de la sociedad civil para la prevención de la corrupción?

No existe, en principio, legislación nacional para la "prevención" de la corrupción y por tanto, no existen disposiciones que consagren mecanismos de participación para ello.

La Constitución Política de 1949 (artículo 11) establece que "la acción para exigirles  (a los funcionarios públicos) responsabilidad penal de sus actos, es pública."
La misma Constitución Política (artículo 102) señala que corresponde al Tribunal Supremo de Elecciones investigar las denuncias formuladas por los partidos políticos sobre parcialidad política de funcionarios públicos o sobre la actividad política de aquellos que tuvieran prohibición para hacerlo. El Reglamento emitido al efecto por el tribunal (No. 08-97 del 7 de julio de 1997, faculta también "a los ciudadanos, …, por actos cometidos en su perjuicio", a formular dichas denuncias. En resolución No. 1394-E-2000 del 11 de julio del 2000 por voto de mayoría (hay un voto salvado, en sentido restrictivo) el Tribunal interpretó que "la disposición reglamentaria que desarrolla el precepto constitucional (del artículo 102) debe ser comprendida en armonía con éste … , de suerte que su referencia al ciudadano como posible denunciante ha de ser entendida en el sentido amplio … En todo caso -- agregó el voto de mayoría -- y con el propósito de evitar equivocos futuros, conviene clarificar el punto mediante la reforma reglamentaria del caso, …" De esta manera el Tribunal aceptó investigar una denuncia sobre beligerancia política presentada por un ciudadano contra el Alacalde y varios funcionarios de un ente municipal. La reforma reglamentaria ordenada aun no se ha presentado para su discusión.

Entre las funciones que el artículo 121 de la Constitución Política señala para la Asamblea Legislativa, cabe aquí mencionar el inciso 23 según el cual la Asamblea podrá nombrar de su seno comisiones especiales de investigación las cuales, en sus trabajos y al igual que otras comisiones legislativas, realizarán sesiones públicas y podrán acordar, por voto de sus integrantes, que se requiera o se invite a funcionarios públicos o particulares a participar en ellas (ver artículo 112 del Reglamento de la Asamblea Legislativa).

La Ley de Planificación Nacional, originalmente emitida en 1962 y reformada por ley 5525 de abril de 1974 establece el Sistema Nacinal de Planificación, uno de cuyos objetivos es (artículo 1.3) el de propiciar una participación cada vez mayor de los ciudadanos en la solución de los problemas económicos y sociales del país.

El Código Penal, de 4 de mayo de 1970, tipifica una cantidad importante de hechos que calzan con las definiciones de corrupción en la función pública generalmente aceptadas.

El Código Procesal Penal, Ley No. 7594, de julio de 1996, establece, (artículo 278) la posibilidad, para todo aquel que tenga noticia de un delito de acción pública, la facultad de denunciarlo ante autoridad competente. La denuncia deviene obligatoria para los funcionarios públicos que, en ejercicio de sus funciones, conozcan de la existencia de delitos perseguibles de oficio. (artículo 278, inciso a). También establece el Código Procesal Penal la posibilidad de que tratándose de delitos "que afectan intereses colectivos o difusos" puedan intervenir en el proceso, e inclusive ejercer la acción penal todo tipo de "asociaciones, fundaciones y otros entes", siempre que, dice el Código en su artículo 70 inciso d), "el objeto de la agrupación se vincule directamente con esos intereses."

La Ley sobre el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, No. 6872 de julio de 1983
 establece en el párrafo sexto del artículo 20 lo siguiente: "Toda persona está obligada, sin incurrir por ello en responsabilidad, a instar en forma confidencial la iniciación de la sumaria administrativa ante la Contraloría, cuando tenga conocimiento de hechos que puedan constituir enriquecimiento ilícito. …".  El reglamento de dicha ley ( Decreto No. 24855-MP del 1 de febrero de 1996) reitera el contenido de la obligación, indicando que la gestión debe hacerse por escrito (artículo 6), aunque la Contraloría  puede dar trámite a las instancias que se formulen en forma verbal, o que sean anónimas o formuladas por una persona que la suscribe bajo seudónimo (artículo 7, a contrario sensu).

La Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, No. 7428  del 7 de setiembre de 1994 al establecer la potestad de investigación del ente contralor (artículo 22) indica que dichas investigaciones podrán instruirse "de oficio, a petición de un sujeto pasivo o de cualquier interesado." El Reglamento a dicha Ley (Decreto 24610-MP-H) indica en su artículo 11 que si la petición de apertura "la formula una persona sin derecho subjetivo o interés legítimo en el caso, la competencia de la Contraloría General será facultativa y quedará a su exclusivo juicio darle trámite y ulterior resolución."
Las sanciones que establece la Ley de la Contratación Administrativa  (No. 7494 del 2 de mayo de 1995) se sustancian conforme lo estipulan los artículos 103 y 104 de su Reglamento (Decreto 25038-H del 6 de marzo de 1996) según el último de los cuales la Administración "procederá de oficio o por denuncia de los particulares."

Esa misma ley dispone, en su artículo 82, que "Podrá interponer el recurso de objeción, …. Al cartel o pliego de condiciones (de una licitación pública, por registro o restringida) .. toda entidad legalmente constituída para velar por los intereses de la comunidad donde vaya a ejecutarse la contratación o sobre la cual surta efectos." Agrega o aclara el reglamento a la Ley (decreto 25038-H del 6 de marzo de 1966, que el escrito de objeción deberá indicar "la repercusión directa de la contratación sobre el núcleo de intereses que representan."

La Ley de la Defensoría de los Habitantes de la República, No. 7319 del 17 de noviembre de 1992 atribuye a la institución (artículo 1) velar porque " el funcionamiento del sector público se ajuste a la moral, la justicia…" y a la normativa vigente. El artículo 16 dispone que "Toda persona física o jurídica interesada, sin excepción alguna, puede dirigirse a la Defensoría de los Habitantes de la República." En lo que parece ser la única prescripción específica que consagre el estímulo que debe dar el estado a mecanismos de participación de la sociedad civil para la prevención de la corrupción, el artículo 7 inciso e) del Reglamento a la Ley de la Defensoría establece que "Corresponde también a la Defensoría … e) Incentivar la participación organizada de los habitantes para que colaboren en la tutela de sus propios derechos e intereses."

El Decreto N0 27842-C, del 26 de abril de 1999, reformado por Decreto 28604-MP-C del 27 de marzo del 2000, establece la Dirección del Triángulo de Solidaridad, como "órgano adscrito a la Presidencia de la República, responsable de procurar mecanismos de participación que le permitan a la sociedad civil, a las municipalidades y al sector público identificar sus prioridades y soluciones en materia de desarrollo humano" (artículo 1), y establece como uno de los integrantes del sistema, en cada una de las comunidades en que se desarrolle, a las fiscalías ciudadanas, "integrada(s) por quince vecinos … electos  (por cada uno) de los sectores peresentes en la Asamblea General de Vecinos. La Fiscalía Ciudadana deberá brindar un informe bimestral del avance y cumplimiento de los proyectos a la Dirección del Triángulo de Solidaridad, al Concejo Municipal, a las Instituciones (públicas) participantes … y a sus representados. Tendrá la responsabilidad de denunciar los incumplimientos de los compromisos que se adquieren en el marco del Triángulo de Solidaridad. Esta responsabilidad se extenderá hasta la recepción definitiva de la obra o proyecto por el órgano competente."

El decreto 17908-J del 3 de diciembre de 1987, declaró "de interés nacional" a la Comisión Nacional de Rescate de Valores, una organización de la sociedad civil, sin fines de lucro, que tiene entre sus objetivos los de "promover la participación ciudadana en la formulación de programas basados en valores, gestión de calidad, transparencia y rendición de cuentas" y además "procura incidir en los sectores políticos, sociales y económicos del país, aunando esfuerzos con organizaciones afines en la lucha contra la corrupción". El artículo 1 del Decreto 23944-J-C señala que "En cada ministerio e institución adscrita al Poder Ejecutivo se conformará una Comisión de Rescate de Valores." El artículo 2 del decreto insta a los otros entes del Estado a hacer lo mismo.

b. 
¿Señala la legislación nacional las personas o entidades respecto de los cuales la sociedad civil puede ejercitar los mecanismos de participación para la prevención de la corrupción? En caso afirmativo, relacione dichas personas o entidades con la clasificación que corresponda, o los criterios establecidos al respecto y refiérase a los siguientes aspectos:

• Sometimiento de los particulares y entidades de derecho privado que administren recursos públicos a la vigilancia ejercida por la sociedad civil a través de los mecanismos de participación. 

Las comisiones legislativas de investigación contempladas en el inciso 23 del artículo 121 de la Constitución Política, pueden "hacer comparecer ante sí a cualquier persona, con el objeto de interrogarla."  Establece el Reglamento de la Asamblea Legislativa (artículo 112) la obligatoriedad de asistir  -- "salvo justa causa "-- y de declarar bajo juramento, así como la facultad de "negarse a declarar en los casos en que así lo faculte la Constitución o la ley,…" Según se lee de la Exposición de Motivos al Proyecto de Ley que consta en el Expediente No. 13853 la Sala Constitucional "ha afirmado que son objeto de investigación todos los actos públicos y aquellos actos privados que afecten los intereses públicos."

Según la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (artículo 4, inciso b), la institución tiene competencia facultativa sobre "los sujetos privados que sean custodios o administradores, … de fondos y actividades públicos que indica esta Ley." Además, el artículo 5 señala como sujetos pasivos, sometidos a su control o fiscalización, aquellas personas privadas que reciban transferencias de fondos del sector público de forma gratuita o sin contraprestación alguna. El artículo 6 de la Ley define que en esos casos el control será "de legalidad, contable y técnico y en especial velará por el destino legal asignado …" a los recursos. Al estar sujetos a dicho control, los particulares respectivos quedan sometidos a la vigilancia que de acuerdo con la ley pueden ejercer otras personas sobre sus actuaciones.

El artículo 2 del Reglamento a la Ley de la Defensoría de los Habitantes incluye por definición, dentro del sector público a toda persona "que participe de algún modo en la explotación de concesiones, la prestación de servicios públicos, o en el ejercicio de alguna función pública."  Las personas que participen en dichas actividades están obligadas a comparecer ante la Defensoría de los Habitantes cuando se le cite para ello. (artículo 27 del Reglamento). La Defensoría de los Habitantes velará porque en su funcionamiento estas personas se ajusten "a la moral, la justicia,…"   y cualquier persona podrá concurrir ante la institución  a plantear una queja o reclamo en torno a ello.

En cuanto a ex-funcionarios públicos, el artículo 150 de la Constitución extiende la responsabilidad del Presidente y los ministros de gobierno, por actos no delictuosos, "hasta un año después de haber cesado en sus funciones." El artículo 26 de la Ley sobre el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, declarado inconstitucional por invertir la carga de la prueba
, establecía que incurrirían en el delito quienes incurrieren la conducta tipificada "en el ejercicio de un cargo público o dentro del año siguiente a la cesación de su relación de servicio."
• Sometimiento de los servidores públicos a la vigilancia ejercida a través de dichos mecanismos de participación. Se debe entender por servidor público  'cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos.

En Costa Rica, la definición de "servidor público" deriva del artículo 111 de la Ley General de la Administración Pública, No. 6227 del 2 de mayo de 1978. Las excepciones que hace dicha ley en relación a "empleados de empresas o servicios económicos del Estado encargados de gestiones sometidas al derecho común" (artículo 111.3) y a los "obreros, trabajadores y empleados que no participan de la gestión pública de la Administración" (artículo 112.2) no son aplicables en cuanto "las disposiciones legales o reglamentarias de derecho público que resulten necesarias para garantizar la legalidad y moralidad administrativas, conforme lo determine por Decreto el Poder Ejecutivo."
(artículo 112.3)

La Constitución Política, ya se ha dicho, establece la responsabilidad penal de los "funcionarios pùblicos" y señala que la acción para exigirla es pública.

El Código Penal contiene un Título específico denominado "Delitos contra los deberes de la función pública" (artículos 329 a 356). En los tipos allí consignados se establecen conductas u omisiones que solamente pueden realizarse por funcionarios públicos. Cuando se trate de comisión de delitos contemplados en ese título o en los anteriores (" Delitos contra la autoridad pública y Delitos contra la Administración de Justicia" por parte de empleados o funcionarios públicos los jueces pueden también imponer la pena de inhabilitación absoluta o especial para el ejercicio de cargo público (artículo 356).

La Ley sobre el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos define, en su artículo 2, a quienes se considera "servidores públicos" para los efectos de esa Ley.

La Ley Orgánica de la Contraloría establece todo un regimen de responsabilidad de servidores públicos por daños causados.

Tanto la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República como la Ley de Contratación Administrativa establecen que las denuncias que puede originar la acción de la Administración, pueden ser formuladas por "persona" interesada, sin discriminar en cuanto a su naturaleza. 

La Ley de la Defensoría de los Habitantes de la República garantiza el acceso a la institución a "cualquier persona, física o jurídica" (artículo 16).

De la transcripción que se hizo arriba del artículo 11 del Decreto que establece el Triángulo de Solidaridad se puede observar que allí se establecen responsabilidades (de vigilancia, de informar a entes públicos, y de denunciar) a cargo de personas privadas, conformadas al efecto en una "fiscalía". No establece el decreto ante qué autoridad se denuncian los incumplimientos, ni cual trámite ha de dárseles, ni cuáles son los efectos de la comprobación del contenido de las denuncias.

c.
¿Determina la legislación nacional la forma en la que los ciudadanos y las organizaciones no gubernamentales que integran la sociedad civil deben organizarse (participación individual, creación de una asociación o fundación, conformación de un grupo informal de ciudadanos, veedurías, entes sindicales, juveniles, académicos, gremiales, etc.) para ejercitar los mecanismos de participación para la prevención de la corrupción? En caso afirmativo, describa la regulación al respecto.  

No existe regulación específica sobre la forma como deban organizarse las personas para ejercitar mecanismos de participación. 

Existe el derecho constitucional de libre asociación y la prohibición de ser obligado a formar parte de una aociación específica (o de una forma asociativa cualquiera, que sea el único instrumento a través del cual puedan ejercerse derechos constitucionales). Artículo 25 de la Constitución Política.

La libertad de petición que garantiza el artículo 27 de la Constitución Política lo es para ejercerla "en forma individual o colectiva."
El Código Procesal Penal, se ha indicado, considera como "víctimas" y por lo tanto otorga en su favor derechos de intervención en el procedimiento, "a las asociaciones, fundaciones y otros entes (subrayado del autor) en delitos que afectan intereses colectivos y difusos." (artículo 70).

En algunas leyes se definen formas asociativas específicas para la realización de acciones participativas ante el Estado. Ninguna de ellas, sin embargo, tiene como función específica la de prevenir la corrupción. Vale la pena mencionar las siguientes:

- Como se ha indicado, el Decreto que establece el Mecanismo del Triángulo de Solidaridad, como acción conjunta del gobierno central y sus instituciones, del gobierno local y de la comunidad para atender las necesidades de los habitantes, instituye lo que denomina "Fiscalías ciudadanas." 

- La Ley de Desarrollo Comunal, No. 3859 de 7 de abril de 1967 establece las asociaciones de desarrollo comunal como organismos que, con personería jurídica propia, tienen entre sus objetivos el de "estimular a las poblaciones a organizarse para luchar, a la par de los organismos del Estado, por el desarrollo económico y social del país." (artículo 14). 
 - La Ley de Conservación de la Vida Silvestre, No. 7317, de octubre de 1992 establece en su artículo 15 que "para coadyuvar a la aplicación y cumplimiento de esta ley el Ministerio (hoy del Ambiente y Energía) nombrará  .. inspectores ad-honorem de vida silvestre y comités de vigilancia de los recursos naturales (COVIRENAS)."
- la Ley de la Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, No 7472 del 20 de diciembre de 1994, establece la obligación del Estado de apoyar la formación organizaciones de consumidores (artículo 29), los cuales, dice el Reglamento  (artículo 74 del decreto 25234-MEIC de 25 de enero de 1996) habrán de constituirse como asociaciones.        

Ver además Anexo A, en el que se presenta una lista de diversas maneras organizativas -- formales y no formales -- que pueden asumir los habitantes para interactuar ante el Estado.

d.
¿Señala la legislación nacional los objetivos prioritarios hacia los que debe orientarse la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción? En caso afirmativo indíquelos, teniendo en cuenta  si entre dichos objetivos se encuentran los siguientes:

• Verificación de la correcta aplicación de los recursos públicos. 

El decreto 26814-MP-PLAN-MINAE del 25 de marzo de 1998 creó el Consejo Nacional de Desarrollo Sostenible, con participación de representantes del Estado y de la sociedad civil y con el propósito, entre otros, de generar mecanismos de participación de la ciudadanía y de grupos organizados en procesos de decisiones políticas y en la protección y el control de los recursos públicos. Por decreto No. 27908-MIDEPLAN-MINAE del 14 de abril de 1999 derogó el anterior decreto y reformuló lo relativo a la integración y objetivos del Consejo nacional de desarrollo Sostenible. En el nuevo decreto no se recoge como objetivo del Consejo el de control de los recursos públicos, aunque según conversación sostenida con uno de sus integrantes
, dentro de la propuesta de agenda para los trabajos del Consejo se ha incluido un bloque sobre "gobernabilidad, participación ciudadana y descentralización y otro sobre moralidad, ética y corrupción

•Asignación de los recursos públicos conforme a la ley y a los planes, programas y proyectos aprobados por las instancias competentes. 

No existe disposición alguna al respecto. Diversas instancias de la sociedad civil han visto más bien truncadas sus expectativas de una efectiva asignación al encontrarse que, a pesar de ser incluidas en el presupuesto nacional asignaciones definidas por ley, autoridades de Hacienda, al tratarse de desembolsos, no los realizan y arguyen que el presupuesto no es una orden sino más bien una autorización para el desembolso, que sigue siendo optativo para el Estado.

• Cumplimiento de los cometidos, fines y cobertura a los que están destinados los recursos públicos.

En 1990 se incluyó en el Reglamento de la Asamblea Legislativa una nueva Comisión Permanente Especial, para el control del ingreso y gasto público (artículo 89) la cual, además de examinar y dictaminar sobre la liquidación del presupuesto, tendrá la función de "vigilancia y fiscalización permanente de la Hacienda Pública, con el concurso de la Contraloría general de la República." El Reglamento en su artículo 194 define el trámite específico, en Comisión y Plenario, del Informe sobre la liquidación del presupuesto. 

• Calidad, oportunidad y efectividad de las actuaciones de la administración pública.

La Ley de Planificación Nacional establece la obligación de los ministerios y otros entes públicos de poner en ejecución procesos de modernización tendientes a mejorar la eficiencia y productividad de sus actividades para así obtener el mejor cumplimiento de los objetivos del Sistema Nacional de Planificación (artículo 15) que, como se ha dicho, incluyen el propiciar una participación cada vez mayor de los habitantes en la solución de los problemas económicos y sociales.

• Transparencia en la adquisición de bienes y servicios con utilización de recursos públicos.

La Ley de la Contratación Administrativa, junto con su Reglamento (No. 25038-H del 6 de marzo de 1996) estipulan los procesos aplicables a la actividad de contratación por parte de la Administración Pública, incluyendo la adquisición de bienes y servicios. En el orígen, el artículo182 de la Constitución Política establece que los contratos que celebre la Administración, las compras, ventas y arrendamientos, se harán mediante licitación. Según lo dispone el artículo 42 de la Ley de Contratación Administrativa, debe siempre publicarse en el Diario Oficial un aviso invitando a participar en el procedimiento. Igualmente, por disponerlo así el artículo 57.3, deberá publicarse el acuerdo de adjudicación debidamente motivado. El cartel o pliego de condiciones puede ser objetado por todo oferente potencial -- por los motivos que señala el artículo 82 de la Ley -- y como ya se ha indicado, también puede objetarlo "toda entidad legalmente constituída para velar por los intereses de la comunidad donde vaya a ejecutarse la contratación o sobre la cual surta efectos."(artículo 82, párrafo 2). Los actos de adjudicación pueden ser apelados por "toda persona que ostente un interés legítimo, actual, propio y directo, … (o) quien hayapresentado oferta en nombre de tercero …" (artículo 85)

• Eficiencia y eficacia en el cumplimiento de los objetivos, los programas, los proyectos y los planes destinados a la satisfacción de los intereses públicos.

Nuevamente cabe hacer mención de la Ley de Planificación Nacional de 1974, que en conjunción con la ley que crea la Autoridad Presupuestaria en 1983 (artículos 7 y 8) establecen la obligación de que las actividades desarrolladas por los entes públicos se ajusten a los objetivos de los planes de desarrollo nacional, sectorial o regional en vigencia en cada período cuadrienal.

La Ley Orgánica de la Contraloría General de la República indica (artículo 11) que  uno de sus fines primordiales (de la ley) es el de "garantizar la eficiencia .. del manejo de los fondos públicos", garantizar la eficiencia .. del manejo de los fondos públicos",  y que esa potestad la ejercerá "de acuerdo a la disponibilidad de sus recursos, para lo cual rendirá los informes con las conclusiones y recomendaciones pertinentes, efectuará las prevenciones y dictará las instrucciones y las órdenes procedentes." (artículo 17)

e.
¿Establece la legislación nacional estímulos para la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción? En caso afirmativo, indíquelos. Tales estímulos pueden consistir, entre otros, en los siguientes:

En términos generales, no es posible afirmar que existe algún estímulo para la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción.

•  Colaboración, asesoría y asistencia técnica por parte de los organismos de control del Estado.

La Defensoría de los Habitantes de la República ha utilizado su potestad de requerir de oficinas públicas "toda la documentación e información necesaria para el cumplimiento de sus funciones" (artículo 12.2 de la Ley) para facilitar la información así solicitada a particulares o medios de comunicación a los que se les había denegado. En otras ocasiones procura información útil para la prevención y para detectar actos de corrupción y la ha puesto de inmediato en conocimiento de interesados o de la opinión pública en general (es el caso de las listas de deudores del Banco Anglo Costarricense, y la hasta ahora infructuosa gestión de la lista de patronos morosos con el régimen de seguridad social). 

La Comisión Nacional de Rescate de Valores ha recibido, en algunos momentos, colaboración en especie por parte de órganos del Estado.

•  Instrumentos que faciliten el acceso a la información y que permitan la vinculación de los ciudadanos y de las organizaciones de la sociedad civil en el seguimiento, control y evaluación de la actuación de las personas o entidades que administren recursos públicos.  

No se tiene conocimiento de que se haya dictado normativa alguna que proponga instrumentos de ese tipo.

f.
¿Establece la legislación nacional normas de conducta o principios orientadores en virtud de los cuales las personas y organizaciones de la sociedad civil que hagan uso de los mecanismos de participación para la prevención de la corrupción, deben actuar con arreglo a criterios objetivos que impriman certeza a sus conclusiones y recomendaciones y eviten actuaciones parcializadas o discriminatorias? En caso afirmativo, indique cuáles son esas normas de conducta o principios orientadores, precisando su contenido y alcance.

No existen normas para la actuación específica de personas que participen en acciones de prevención de la corrupción. 

De conformidad con la Ley General de la Administración Pública (artículo 305), quien inste un procedimiento administrativo (permitido por el artículo 284) tiene "la obligación de exhibir los objetos o documentos necesarios para la prueba de los hechos, lo mismo que de permitir el acceso a sus posesiones, dentro del repeto a sus derechos constitucionales."
El Código Penal tipifica la denuncia calumniosa en el artículo 317, conducta que se genera cuando se acusa de un hecho delictivo conociendo que ello (la comisión del hecho) es falso.

g.
¿Establece la legislación nacional inhabilidades o incompatibilidades para la utilización de los mecanismos de participación en la prevención de la corrupción, aplicables a las personas u organizaciones de la sociedad civil que se encuentren en determinadas circunstancias tales como las siguientes?

• Tener el carácter de servidor público.

No hay inhabilidad ni incompatibilidad por tal circunstancia. De hecho, según información de la Contraloría General de la República -- y por conocimiento propio del consultor en el caso de la defensoría de los Habitantes de la República -- una porción considerable de las denuncias recibidas sobre hechos de presunta corrupción son formuladas por funcionarios públicos, generalmente del mismo servicio, quienes además aportan documentos (públicos) de singular valor para las investigaciones posteriores. Es frecuente que dichos funcionarios soliciten, al tenor de lo que autorizan las leyes de una u otra institución, que se mantenga la confidencialidad de sus nombres.

• Haber intervenido con anterioridad en la obra, contrato, programa o proyecto objeto de vigilancia.

No existe ninguna limitación para ello. A contrario sensu, tampoco existe ninguna limitación para funcionarios que han intervenido en alguna fase de la preparación, adjudicación o negociación de un contrato, para prestar servicios, con posterioridad, a la persona o empresa adjudicataria del contrato. Eso es portillo para la corrupción, ha afirmado el Contralor general de la República, al tiempo en que insiste sobre la urgente necesidad de poner coto a ello mediante la tipificación de tal conducta como delito, según lo propone el artículo 55 del proyecto de Ley contra la corrupción y el enriquecimiewnto ilícito actualmente en trámite legislativo.

• Existencia de vínculos contractuales o de cualquier otra índole que impliquen conflictos de interés para adelantar la vigilancia del respectivo contrato, programa o proyecto.

No hay disposición alguna ni que llimite la participación en la fiscalización de una relación pecuniaria con el Estado cuando existan las circunstancias descritas, ni en general existen disposiciones sobre conflictos de interés relacionados con la actuación de particulares.

• Existencia de vínculos de matrimonio o parentesco con el contratista, interventor, proveedor, directivos o trabajadores adscritos a la obra, contrato o programa objeto de vigilancia.

Tampoco existe ninguna restricción ni limitación para actuar en estos casos.

• Existencia de sanciones fiscales o disciplinarias, o que impliquen la exclusión del ejercicio de una profesión u oficio, o condenas de tipo penal excepto por delitos políticos o culposos. 

Las sanciones disciplinarias que puedan implicar la exclusión del ejercicio de una profesión u oficio no conlevan limitación alguna a los derechos de la persona como tal. Según se ha examinado, el derecho a participar en la prevención de la corrupción -- en el tanto en que se desarrolla dicho derecho en la normativa vigente -- y en general el derecho a participar en la vigilancia y fiscalización de asuntos de interés público, son drechos que se otorgan, y que existen aun sin reconocimiento expreso, en favor de personas, prescindiendo de sus profesiones u oficios.

Ninguna sanción administrativa o penal en lo tributario puede significar menoscabo alguno en la capacidad de actuación para la prevención de la corrupción de ninguna persona física ni jurídica.

La pena de inhabilitación contemplada en el Código Penal (artículos 57 y 58) puede implicar pérdida de empleo, incapacidad para obtener cargos e incluso para ejercer una profesión u oficio, pero tampoco menoscaba la posibilidad ni el derecho de accionar en resguardo de los bienes públicos noi ewn prevención de actos de corrupción.

• Existencia de sanciones que impliquen la supresión, cancelación o suspensión de la personería o capacidad jurídica de la respectiva organización. 

Cuando ello fuere del caso, si lo fuere, la organización sería inexistente, y por lo tanto incapaz de actuar de modo alguno, y nadie podría asumir su representación. La legislación costarricense prevé procedimientos de revocatoria de capacidad jurídica para distintras organizaciones, tales como sindicatos, cooperativas, asociaciones de desarrollo comunal.

h.
¿Determina la legislación nacional si los proyectos de actos de carácter general deben publicarse con una determinada anticipación a su adopción y que únicamente pueden expedirse por parte de la autoridad competente luego de evaluadas las observaciones y recomendaciones formuladas dentro del término legal por los particulares u organizaciones de la sociedad civil que ejercen vigilancia sobre la gestión pública? En caso afirmativo, indique si la regulación pertinente prevé, entre otros aspectos, los siguientes:

Por disposición del Reglamento de la Asamblea Legislativa, todo proyecto de ley debe ser publicado en el Diario Oficial, al ingresar a la corriente legislativa. Junto con el proyecto, el Presidente legislativo puede hacer publicar documentos pertinentes que lo acompañen (artículos 116 y 117). La publicación de un determinado proyecto puede ser dispensada (artículos 36 y 177 del Reglamento de la Asamblea Legislativa).

La Ley General de la Administración Pública establece en su artículo 361, en relación al proceso para la elaboración de disposiciones de carácter general, que "se concederá a las entidades representativas de intereses de carácter general o corporativo afectados por la disposición la oportunidad de exponer su parecer, … salvo cuando se opongan a ello razones de interés público o de urgencia debidamente consignadas en el anteproyecto" (párrafo 2). El párrafo 3 agrega que "Cuando, a juicio del Poder Ejecutivo o del Ministerio, la naturaleza de la disposición lo aconseje, el anteproyecto será sometido a la información pública, durante el plazo que en cada caso se señale." 

El artículo 43 del Código Municipal (Ley 7794 del 30 de abril de 1998) señala que "Salvo el caso de los reglamentos internos, el Concejo mandará publicar el proyecto en La Gaceta y lo someterá a consulta pública no vinculante, …" 

Según la normativa vigente en la Universidad de Costa Rica, debe anunciarse el propósito de emitir cualquier tipo de reglamentación, o de reformar la existente, y otorgar un plazo a interesados para que se manifiesten sobre ella.  

• Sin detrimento de la facultad de formular observaciones y recomendaciones y del deber de evaluarlas, la autoridad competente cuenta con plena autonomía para adoptar la decisión que a su juicio y motivadamente sirva mejor al interés general. 

Efectivamente, la autoridad competente cuenta con dicha autonomía. En ningún caso las observaciones que se reciban son de carácter vinculante.

•  Efectos de la omisión del requisito de la publicación de los actos de carácter general para los fines indicados, señalando si la ausencia de motivación, la falsa motivación o la falta de publicación anticipada de los mismos, da lugar a solicitar la nulidad y/o la suspensión provisional del respectivo acto ante la autoridad o tribunal competente. 

La Sala Constitucional, en voto 1240-93 señaló la inconstitucionalidad de un Reglamento de enseñanza privada por no haberse dado, previo a su promulgación, audiencia a los entes corporativos afectados para referirse a su contenido.

Siendo la motivación un elemento indispensable para la validez de un acto administrativo (artículos 128 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública), su ausencia (de motivación) o la falsedad en cuanto a su contenido, constituye vicio del acto y por lo tanto da lugar a solicitar su nulidad. La motivación, como elemento del acto administrativo es "calificada" por el artículo 136 párrafo 1 de la mencionada Ley que establece que "Serán motivados con mención, sucinta al menos, de sus fundamentos,…" (subrayado no está en la ley).

i. 
¿Determina la legislación nacional si los particulares y organizaciones de la sociedad civil que ejerciten los mecanismos de participación para la prevención de la corrupción, pueden realizar todas las actividades idóneas para el cumplimiento de su objetivo? En caso afirmativo, indique si entre dichas actividades se incluyen primordialmente las siguientes:

Por principio general de derecho, los particulares pueden realizar todo aquello que no les esté prohibido. No existe en la legislación nacional disposición específica en torno a las actividades que puedan realizar los particulares para la prevención de la corrupción. Tampoco existe prohibición alguna.

• Formular, ante la autoridad o instancia competente, observaciones o recomendaciones que estimen convenientes respecto de los proyectos de actos de carácter general, con el propósito de que con la debida anticipación a su adopción o promulgación se introduzcan los ajustes pertinentes en orden a garantizar la transparencia y eficacia de la gestión pública y a prevenir la corrupción.

Al amparo del derecho constitucional a la libertad de comunicación (artículo 29), toda "persona puede comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito".  El derecho de petición, consagrado en el arículo 27 constitucional, conlleva la posibilidad de formular tales instancias, así como la obligación de que sean consideradas por la autoridad que ha de dictar el acto.

•  Velar porque las personas y entidades que cumplan funciones públicas cumplan con la obligación de informar adecuadamente al público sobre la gestión que tienen a su cargo y de los resultados de la misma.

Es posible que los particulares velen por el cumplimiento de ese tipo de obligaciones.  Un particular  puede acudir ante el obligado a instar su cumplimiento, formular queja por incumplimiento ante la Defensoría de los Habitantes de la República e incluso, instar la acción pública para denunciar el incumplimiento de deberes tipificado en el artículo 330 del Código Penal.

•  Vigilar que los procesos de adquisiciones y contratación de bienes y servicios con recursos públicos se realicen de manera transparente.

El artículo 30 de la Constitución Política "garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés publico."
El artículo 6 de la Ley de la Contratación Administrativa, desarrollado por los artículos 6, 7 y 8 del reglamento consagra el principio de publicidad como uno de los principios generales de la actividad de la contratación desplegada por los entes públicos. Establece que para ello, "los procedimientos … se darán a la publicidad por los medios correspondientes a su naturaleza. Todo interesado tendrá libre acceso al expediente de contratación … y a la información complementaria.   … todos los … entes sujetos  .. darán a conocer por … el Diario Oficial, el programa (anual)  de adquisiciones proyectado, … En el Diario Oficial (habrá) una sección especial dedicada exclusivamente a la contratación administrativa."
•  Vigilar y fiscalizar la ejecución y calidad técnica de las obras, programas e inversiones públicas.

Aunque no existe disposición particular que lo prohiba, no hay ni regulaciones normativas ni disposiciones administrativas que hagan posible procesos de fiscalización efectiva (en cuanto a calidad técnica) de obras, programas e inversiones públicas. La Administración está obligada, por principio constitucional, a permitir esa fiscalización de ejecución y calidad técnica, en el tanto se produzca.

•  Recibir los informes, observaciones y sugerencias que presenten otros ciudadanos u organizaciones civiles en relación con las obras o programas objeto de vigilancia.

Según el artículo 30 constitucional citado, hay acceso a dicha información; puede obtenerse si se solicita. No hay obligación para la Administración de proporcionarla si no le es solicitada específicamente.

• Solicitar a interventores, supervisores, contratistas, ejecutores, autoridades contratantes y demás autoridades o instancias correspondientes, los informes, presupuestos, fichas técnicas y demás documentos que permitan conocer el cumplimiento de los respectivos programas, contratos o proyectos.

Un particular (contratista, ejecutor) no está obligado a proporcionar información a otro particular. Los funcionarios públicos, el Estado y sus instituciones, sí lo están. Los particulares, en ese caso, tienen acceso a toda información sobre asuntos de interés público salvo los secretos de estado o la información que, por ley específica, haya sido declarada confidencial (por ley, no por reglamento o por disposición especial).

•  Comunicar a la ciudadanía, a través de medios de amplia difusión o mediante audiencias públicas, los avances de los procesos de vigilancia o control que estén desarrollando.

No existe limitación alguna para hacer ese tipo de comunicaciones. Toda persona en el país es responsable, civil y penalmente, por las manifestaciones que realice. (artículo 1045 del Código Civil, 317 del Código Penal ). Existe una figura contravencional en dicho Código que sanciona a quien "deliberadamente divulgue actas o debates de una institución pública, con el fin de perturbar su normal desarrollo o infundir desconfianza en cuanto a sus labores." (artículo 391). 

•  Enviar a las autoridades o instancias correspondientes los informes que se desprendan de los procesos de vigilancia o control que a través de los mecanismos pertinentes se encuentren adelantando. 

Sí es posible y va aunado a la obligación de la autoridad de dar pronta respuesta (artículo 27 de la Constitución Política).

•  Denunciar ante las autoridades competentes las actuaciones, hechos y omisiones de las entidades y personas sujetos de vigilancia, que constituyan delitos, contravenciones, irregularidades o faltas en relación con el manejo de los recursos públicos y, en general, en el ejercicio de funciones administrativas o en la prestación de servicios públicos. 

Es posible realizar denuncias sobre las circunstancias señaladas. La facultad la otorga el Código Procesal penal en su artículo 278. El denunciar delitos perseguibles de oficio se torna obligatorio para "los funcionarios … públicos que los conozcan en ejercicio de sus funciones." (artículo 281, inciso a).

 La Ley sobre el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos establece en su artículo 20, párrafo 6, la obligaciòn de toda persona que tenga conocimiento de hechos que puedan constituir enriquecimiento ilícito, de "instar en forma confidencial la iniciación de la sumaria administrativa ante la Contraloría, "  … "sin incurrir por ello en responsabilidad."

•  Crear conciencia ciudadana sobre la importancia de participar en la vigilancia de la gestión pública, de denunciar los actos de corrupción y de eliminar la tolerancia o el fomento de las prácticas corruptas.

Sí es posible, sin limitación alguna.

j.
¿Establece la legislación nacional si la participación de los particulares y de las organizaciones de la sociedad civil que ejerzan vigilancia sobre la gestión pública para prevenir la corrupción debe estar orientada por criterios que permitan la coordinación de sus actividades con las de las diferentes instancias y autoridades?  En caso afirmativo, describa la regulación existente sobre la materia.

No existe ninguna normativa al respecto. La acción de particulares y de organizaciones que decidan ejercer esa vigilancia no es de forma alguna incorporada, formalmente, en el quehacer de instancias y autoridades. Con excepción del artículo 17 del Código Municipal, que obliga al alcalde municipal a "rendir cuentas a los vecinos del cantón (cada año), no existe ninguna otra disposición que establezca relacionamiento del tipo que se estudia. Aun en el caso de la obligación del Alcalde municipal, esta se mediatiza por el propio artículo cuando dice que esa rendición de cuentas a los vecinos la hará "mediante un informe de labores ante el Consejo Municipal."
k.
¿Establece la legislación nacional si los particulares y organizaciones de la sociedad civil que ejerzan la vigilancia sobre la gestión pública pueden convocar, en concurso con las autoridades de control competentes, audiencias públicas en las cuales se discutan con participación de la ciudadanía temas relacionados con la actuación de una determinada entidad o persona sujeta a vigilancia? 

No existe ninguna disposición que permita la convocatoria conjunta a audiencias públicas para discutir la actuación de servidores públicos o de servicios públicos.

Un análisis de los distintos tipos de audiencia pública que determina la normativa vigente (Ver Anexo A), lleva a la conclusión de que todas las audiencias públicas que allí se listan son parte de procedimientos administrativos específicos y que, en ningún caso tienen como propósito discutir -- en conjunto -- temas relacionados con la actuación de servidores o entidades públicas. En todos los casos de la lista, la convocatoria es realizada por la Administración, "invitando a interesados."

Mención aparte merecen, sin embargo, las instituciones del cabildo, referendo y plebiscito, establecidas por el Código Municipal. Para cada una de ellas, es el Concejo Municipal el único ente competente para convocarlos. No hay disposición sobre el valor que tenga una solicitud en ese sentido de uno o varias personas ante el Consejo. De conformidad con lo establecido por el Manual del Tribunal Supremo de Elecciones, el resultado de la consulta, cuando se trate de plebiscito o reférendo es " de acatamiento obligatorio para el Concejo Municipal."  (artículo 2.8). En caso de plebiscito para revocar el mandato del alcalde y/o sus suplentes," se requiere dos tercios del total de votos emitidos  … y que esos dos tercios no sean inferiores al diez por ciento del total de electores inscritos." (artículo 19 del Código Municipal y 4.3 del Manual del Tribunal Supremo de Elecciones).  

La Ley de Biodiversidad establece que la secretaría Técnica nacional Ambiental (creada por la Ley orgánica del Ambiente) "debe dolicitar evaluaciones de impacto ambiental a aquellos proyectos que se considere pueden afectar la biodiversidad". La propia Ley Orgánica del Ambiente preve la posibilidad de realizar audiencias públicas dentro del proceso de la aprobación del documento de Evaluación de Impacto Ambiental. Corresponde a la Secretaría Técnica determinar, en cada ocasión, la necesidad o no de realizar una audiencia pública, valorando para ello las situaciones en el desarrollo de cada proyecto (artículo 50 del reglamento sobre pocedimientos de la secretaría Técnica Nacional Ambiental) 

•  En caso afirmativo, describa la regulación sobre la materia, teniendo en cuenta, entre otros, los siguientes aspectos: 

•  Forma y contenido del acto de convocatoria indicando si en el mismo se define la metodología que se utilizará para el desarrollo de la audiencia y si se prevé la posibilidad para los ciudadanos de expresar ordenadamente sus opiniones y de formular las recomendaciones, quejas, reclamos y denuncias que consideren procedentes.

Para plebiscitos y referendos, el artículo 3.3  Manual del Tribunal Supremo de Elecciones establece el contenido de la convocatoria (".. contendrá una explicación del asunto que se someterá a consulta, la formulación de la pregunta que ha de ser contestada, y la eficacia de la decisión ciudadana …" No establece nada similar para las convocatorias a cabildos, aunque para dichos eventos si señala en el artículo 5.5 que el Concejo "podrá establecer un término … para recibir propuestas escritas de los ciudadanos referentes al tema a discutir."

La convocatoria para audiencia pública para conocer proyectos de plan regulador urbano se hacen con el objeto de "conocer del proyecto y de las observaciones verbales o escritas que tengan a bien formular los vecinos o interesados." (artículo 17, inciso 1).

Para la celebración de audiencias convocadas por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos se establece que podrán participar en ellas "las personas que tengan interés legítimo para manifestarse." (artículo 36). La convocatoria se publicará en el Diario Oficial y en dos periódicos de circulación nacional. (ibid.) "La Autoridad Reguladora establecerá un registro de asociaciones para la defensa de los consumidores o usuarios, asociaciones de desarrollo comunal u otras organizaciones sociales, que podrán oponerse, cuando tengan interés legítimo,…" (párrafo 5) Las oposiciones han de presentarse por escrito, con base en estudios técnicos, antes de la celebración de la audiencia. En la audincia "podrán hacer uso de la palabra quienes hayan formulado las oposiciones." (párrafo 3 y 4)

•  Forma y contenido del documento o acta que recoja lo sucedido en el curso de la audiencia, quienes la suscriben y si con base en dicho documento o acta se pueden aplicar los correctivos a que haya lugar, se pueden iniciar las investigaciones por los hechos que puedan constituir infracción para la imposición de las sanciones correspondientes.

En términos generales, el acta que se levante de la audiencia es un documento público que debe cumplir con los requisitos de forma y contenido especificados en el artículo 270 de la Ley gebneral de la Administración Pública. Entre otras, debe consignar las declaraciones recibidas e inspecciones oculares realizadas, indicar lugar y fecha, "y cualquier otra circunstancia relevante." (párrafo 1). Deberá confeccionarse, leerse y firmarse inmediatamente después del acto, deberá ir firmada por los declarantes y por los funcionarios públicos a cargo de la actividad. A ella se agregarán todos los documentos conexos presentados en la diligencia (párrafos 2, 3, 5)

El reglamento sobre Procedimientos de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, artículo 53, agrega que el acta deberá contener los puntos principales de discusión y la opinión general de los presentes sobre el proyecto.

Como documento público que es, el acta puede servir para iniciar procedimientos para investigar hechos que puedan constituir infracciones.

l.
¿Establece la legislación nacional que los particulares y organizaciones de la sociedad civil que ejerciten los mecanismos de participación para la prevención de la corrupción, deben llevar un registro sistematizado y actualizado de las observaciones o recomendaciones que hayan formulado a las entidades  o personas sujetos a vigilancia respecto a la manera en que desarrollan sus funciones o en relación con los resultados de su gestión? 

La legislación nacional no establece nada al respecto. No hay obligación de llevar registro alguno.

•  En caso afirmativo, describa la regulación pertinente teniendo en cuenta, entre otros, los siguientes aspectos:

• Deber de evaluar en forma oportuna y diligente los correctivos que se deriven de las observaciones y recomendaciones formuladas con el fin de imprimir eficacia y transparencia a su actuación.  

• Acciones de tipo fiscal, penal y disciplinario a que hubiere lugar como consecuencia de las irregularidades o falencias detectadas.

m.
¿Establece la legislación nacional la obligación para las entidades públicas de crear una dependencia o de nombrar un responsable que se encargue de recibir, tramitar y resolver las quejas y reclamos que los ciudadanos formulen en relación con el cumplimiento de las funciones a cargo de dichas entidades, así como de orientarlos en sus relaciones con las mismas? 

El Decreto 22511-Mideplan del 17 de setiembre de 1993 creó el Sistema Nacional de Contralorías de Servicios. Fue reformado por el Decreto 23271-PLA del 6 de octubre de 1994 y finalmente por el Decreto No 26025-PLAN del 18 de abril de 1997.

 Artículo 5: "Las instituciones de la administración pública central y descentralizada que presten servicios a usuarios, designarán una Contraloría de servicios adscrita al máximo jerarca, para garantizar una comunicación fluída y directa en la toma de decisiones."
"Las Contralorías de Servicios estarán bajo la responsabilidad de un Contralor de Servicios cuyo nombramiento lo realizará el máximo jerarca". (ibid.) 

•  En caso afirmativo, describa la regulación sobre la materia e indique si la aludida dependencia o el responsable asignado debe desarrollar, entre otras, las siguientes funciones:

• Servir de centro de información de los ciudadanos sobre los siguientes temas de la entidad:  

A continuación, para cada uno de los acápites, se transcribe el texto aplicable de los incisos del artículo 7 (Funciones y atribuciones de las Contralorías de Servicios) o del artículo 9  (Obligaciones de las Contralorías de Servicios) del decreto vigente. 

•  Misión, visión, organización y funciones de la entidad.

Artículo 9, inciso a: "Velar por el establecimiento de medios de información sobre los servicios que presta la institución."

•  Régimen jurídico aplicable a la entidad y normatividad concerniente a la misma.

•  Planes, programas y proyectos previstos.

Artículo 7, inciso k: "Promover procesos de modernización en la prestación de servicios"

Inciso l: "Promover la creación de funciones contraloras en las dependencias físicamente desconcentradas"

Inciso m: "Establecer mecanismos de coordinación institucional que faciliten la resolución de las quejas."

Artículo 9, inciso d: "Instalar un sistema de quejas institucional y dar seguimiento."

Inciso f: "Elaborar guías de servicio a los usuarios."

•  Procesos, procedimientos y trámites establecidos.

Artículo 7, inciso c: "Coadyuvar el control interno sobre la prestación de todos los servicios que brinda la institución, intercediendo a favor de los usuarios."

Artículo 9, inciso c: "Impulsar estudios de procedimientos y simplificación de trámites en todos los servicios que presta la institución."

•  Suministro de formatos y orientación sobre la manera en que deben diligenciarse y la autoridad o instancia ante la que deben presentarse.

Artículo 7, inciso f: "Impulsar el establecimiento de instrumentos de información y procedimientos accesibles para formular quejas."

•  Mecanismos de participación ciudadana en la vigilancia de su gestión.

No existe ninguna normativa específica para ello.

• Suministro de información relativa a los resultados de la gestión desarrollada.

Artículo 7, inciso a: "Velar por que se establezcan indicadores de gestión para identificar las diferentes tendencias en los servicios con el fin de disminuir reclamos y futuras quejas."

• Suministro de información relativa a los recursos ejecutados y a los procesos de adquisición y contratación que se adelanten.

No existe en el Decreto referido disposición expresa en cuanto a ello. Cabe aquí, sin embargo, y en relación con este acápite y el anterior, así como con la totalidad del trabajo que se desarrolla, hacer mención de que por ley No 8003 del 8 de junio del 2000, se reformó la Constitución Política, agregando un segundo párrafo al artículo 11 que dice así:

"La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas."

A la fecha de presentación de este informe no se tienen noticias sobre el proceso de redacción del proyecto de ley a que hace referencia el recién establecido régimen constitucional de rendición de cuentas.

El artículo 27 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos indica que la institución "tramitará, investigará y resolverá …   cualquier queja relativa a la prestación de los servicios públicos regulados por esta ley." El reglamento de dicha ley establece en su artículo 35 que todos los prestatarios de servicios públicos deben contar con una unidad de atención al usuario, que tenga entre sus funciones las de informar a los usuarios, recibir y canalizar sus quejas y sugerencias y suministrar, por escrito, cualquier información que se le requiera relacionada con tarifas o condiciones generales de la prestación. El artículo 38 del reglamento establece, por su parte, que la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos tendrá una Oficina de Atención al usuario, que atiende y recibe las quejas, inclusive orales, y brinda información relativa a tarifas y condiciones generales de prestación de los servicios regulados por la institución. La Autoridad Reguladora deberá presentar un Informe períodico sobre la situación de la atención a los usuarios de servicio público, obligación que atiende incorporándola en su Informe Anual ante la Asamblea Legislativa.

•  Mantener en funcionamiento y atender una línea telefónica gratuita en permanente disposición de la ciudadanía para que a ella se reporte cualquier recomendación, denuncia o crítica relacionada con las funciones que desempeña o el servicio que presta la entidad.

No existe disposición específica al respecto. Consultada la Guía Telefónica del año 2000, se determinó que 22 instituciones públicas cuentan con líneas telefónicas de acceso gratuito. La mayor parte de ellas indica que se trata de líneas de "servicio al cliente", más que de "control de servicios o recepción de quejas" (siete de las 22 pueden calificarse como orientadas a la atención de quejas, denuncias o consultas) Se observó además que, en la Guía Telefónica de Provincias no consta esa información ( sólo en la del Area Metropolitana).

•  Rendir periódicamente al jefe de la entidad y por lo menos una vez cada tres meses un informe relativo primordialmente a los siguientes aspectos: 

Artículo 9, inciso I del decreto de Contralorías de Servicios (debe) "Elaborar y remitir un informe de labores semestral al máximo jerarca de la institución, con copia al Ministerio de Planificación Nacional."

•  Servicios, actividades o dependencias sobre los que se presente el mayor número de quejas o reclamos.

Artículo 7, inciso h: "Presentar propuestas al jerarca para que se adopten políticas, normas y procedimientos en procura de una prestación de servicios oportuna y eficaz"
•  Trámite y solución dada por las instancias competentes a las quejas y reclamos presentados.

Artículo 7, inciso j: "Establecer un sistema de control, seguimiento, resolución y respuesta oportuna de los reclamos, quejas y sugerencias presentadas por los clientes."

Artículo 10, inciso g: "Deberá mantenerse un registro de control de todas las quejas planteadas y admitidas, resumiéndose los resultados de su gestión. Este registro dará origen a un informe semestral, en el cual se resumen la naturaleza y frecuencia de las quejas y las acciones institucionales acatadas o recomendadas para resolver el caso."
• Principales recomendaciones y sugerencias presentadas por la ciudadanía concernientes al mejoramiento en el cumplimiento de las funciones o en la prestación del servicio a cargo de la entidad.

No existen disposiciones al respecto.

• Resolver y contestar las quejas y reclamos dentro de un plazo determinado pero reducido, contado a partir del día siguiente a la fecha de presentación.

Artículo 10, inciso e: " Las quejas interpuestas deberán ser tramitadas con la mayor diligencia, estando obligados los funcionarios a contestar las solicitudes de información y resolución de la Contraloría de servicios en un plazo de cinco días hábiles …y deber´pan estar resueltas en un plazo no mayor a dos meses, salvo que se requiera más tiempo  … en cuyo caso deberá dejarse constancia de las razones en el expediente."

n.
¿Establece la legislación nacional que las investigaciones que adelanten los periodistas y, en general, los medios de comunicación sobre la actuación de las entidades o personas sujetos de vigilancia, son manifestación de la función social que cumple la libertad de expresión e información? En caso afirmativo, indique la normatividad existente sobre la materia teniendo en cuenta, entre otros, los siguientes aspectos:

No hay ninguna manifestación normativa en ese sentido

•  Protección y apoyo de las autoridades a labor de los periodistas y de los medios.

No existe disposición normativa que establezca protección ni apoyo alguno, ni a periodistas, ni a medios. La labor, en principio, se respeta. Si es de interés institucional, se apoya proporcionando información, comunicados de prensa, entrevistas, incluso transporte. No existe ninguna obligación de hacerlo, salvo la del derecho constitucional al libre acceso a documentos e información de interés público, libre acceso que no siempre se facilita.

•  Garantía a los periodistas de acceder al conocimiento de los documentos, actos administrativos y demás elementos ilustrativos de las motivaciones de la conducta de las entidades y personas sujetos de vigilancia, sin restricciones diferentes a las previstas por la reserva legal. 

Como se indicó, el artículo 30 de la Constitución garantiza ese libre acceso. Los criterios de "confidencialidad" han ido precisándose en favor de la libre información y acceso, con el debido respeto a los derechos de personas individualizadas. Existe un celoso resguardo de los asuntos declarados "confidenciales." 

•  Ejercicio de la libertad de expresión y de información con arreglo a principios de responsabilidad y con pleno respeto de los derechos fundamentales al debido proceso, honra y buen nombre.

Es el criterio de quienes dirigen medios de comunicación de que la legislación y sobre todo la jurisprudencia relacionada con el ejercicio de la libertad de expresión y de información en el tanto en que roza con el respeto a los derechos fundamentales a la honra y al buen nombre de personas y funcionarios públicos es excesivamente restrictiva en demérito de la primera, y que por ello en los medios de prensa se debe recurrir a una intensa "auto-censura."

o.
¿Establece la legislación nacional las medidas o consecuencias que genera la inobservancia de los deberes y obligaciones de las entidades y de los servidores públicos en relación con la participación de los particulares y de las organizaciones de la sociedad civil en la prevención de la corrupción, especialmente por el incumplimiento de la obligación de permitir y facilitar dicha participación? En caso afirmativo, describa la regulación sobre la materia indicando si se tienen en cuenta aspectos como los siguientes: 

No existe, en términos generales, normativa que contemple el incumplimiento de obligaciones que tampoco existen en el sentido de permitir y facilitar la participación de organizaciones de la sociedad civil en la prevención de la corrupción.

• Tipificación de sanciones de índole administrativo o penal para quienes incurran en dicha conducta.

•  Configuración de la conducta como falta disciplinaria sancionable por la autoridad competente teniendo en cuenta las circunstancias agravantes o atenuantes del hecho y el grado de culpa del responsable.

•  Existencia de otro tipo de sanciones para esa clase de conductas.

p.
¿Se está tramitando en Costa Rica algún proyecto de normatividad jurídica relativo a la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción? En  caso afirmativo efectúe, en relación con el mismo, el análisis previsto en los párrafos anteriores.

Como consecuencia de la suscripción y posterior aprobación de la Convención Interamericana contra la corrupción, además del surgimiento en ciertos medios sociales del convencimiento acerca de la imperiosa necesidad de dictar normas que tiendan a prevenir, detectar y sancionar actos de corrupción, no solo en la función pública, sino también en la privada, se han presentado a la Asamblea Legislativa una serie de proyectos de ley, en algunos casos reiterativos. A continuación se hace una lista de ellos, indicando el estado de su trámite y las principales disposiciones en torno a la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción:

( Expediente 12377, Código de deberes y normas de conducta del servidor público. Cuenta con dictámen afirmativo de mayoría de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos fechado 30 de julio de 1997. Establece deberes éticos y formales del servidor público así como prohibiciones en el ejercicio de su cargo, en relación con terceros y clientes o usuarios, durante su jornada laboral y al usar bienes y materiales de la oficina pública. Dispone deberes y prohibiciones especiales para funcionarios de elección popular y otros altos funcionarios y define un régimen de sanciones. Agrega una sección al Código Penal denominada "Delitos contra la ética en la función pública" y suspende el plazo de prescripción de la acción penal contra quienes gocen de inmunidad en el tanto ella exista. 

El proyecto incorpora dos capítulos que denomina "La participación ciudadana en el control del ejercicio de la función pública" y "De las Comisiones de Etica Institucional". En el primero establece el deber de toda persona de denunciar actos ilegales o de omisión de funcionarios, lo cual hará por medio de denuncia dirigida a la Contraloría General de la República, sin que por ello incurra en "obligación que lo ligue al proceso de investigación ni incurre en responsabilidad penal alguna, salvo la denuncia calumniosa. " (artículo 28) "Toda persona" agrega el artículo 30 "tiene el derecho de presentar sugerencias para mejorar el servicio ante la institución que lo presta."

Con posterioridad al dictámen afirmativo de mayoría se agregó al proyecto un Capítulo sobre las Comisiones de ética institucional, que se deben establecer en todo ente público, conformadas por representantes escoidos por los titulares del ente y por los funcionarios que allí trabajan. Uno de sus propósitos será el de recibir y tramitar las denuncias que se formulen cantra los funcionarios del ente público en cuestión.

 ( Expediente 13385. Ley de idoneidad, transparencia y ética en la función pública. Presentado por un diputado de la fracción de Gobierno el 20 de octubre de 1998. Pasó a estudio de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos.

El proyecto procura "la creación de instancias participativas que le permitan al pueblo influir en la acción del estado, …"; puesto que "para que la democracia se plasme en la práctica … es necesario que el pueblo se organice, lo cual es posible cuando la participación popular es promovida por quienes lo representan." (De la Exposición de Motivos)

La ley tiene como objetivo (artículo 1, inciso c) "crear nuevos mecanismos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción, así como reformular los existentes."  Define como principio de la "transparencia" el de la libre información, listando seis categorías de documentos que constituyen excepción. Las contrataciones de las instituciones públicas no pueden de ninguna manera constituir excepción. (artículos 3, 6 y 11). Todas las sesiones de entes colegiados de la Adminstración Pública "serán abiertas al público" (artículo 16). 

El Capítulo II desarrolla un Código de Etica (artículos 22 a 33) y el capítulo III se refiere al Régimen de declaraciones juradas (artículos 34 al 39), en el tanto que el Capítulo IV dedica cinco artículos a lo que denomina la "protección de la confianza pública". 

El proyecto propone la creación de una Comisión Nacional de Idoneidad, Transparencia y Etica Públicas, con autonomía funcional, compuesta por siete miembros escogidos por la Asamblea Legislativa a propuesta de órganos públicos (artículo 45 y 47). "En la Comisión … funcionará un Consejo Asesor integrado por cinco miembros designados por las organizaciones no gubernamentales especializadas en control político y de reconocida trayectoria en la materia. El Consejo Asesor producirá "por sí, o a pedido de la Comisión … los informes … para la elaboración de normas o programas para transformar en acción positiva los principios … de esta ley." (artículo 48). La Comisión recibirá "las denuncias que formulen las personas físicas o jurídicas sobre trasgresiones a la presente ley por parte de … funcionarios … Los … denunciantes podrán solicitar, por razones fundadas, la reserva de su identidad."

( Expediente 13715. Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito.  Presentado por seis diputados de la fracción oficialista el 9 de setiembre de 1999. Pasó a estudio de la Comisión Permanente de Gobierno y Administración. El proyecto fue preparado con la colaboración de la Contraloría General de la República y tiene el propósito de ajustar la legislación a los avances tecnológicos y proporcionar mejores herramientas para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción.(de la Exposición de Motivos).  Es una revisión de la Ley sobre el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos de 1983, al tiempo que desarrolla los preceptos de la Convención Interamericana contra la corrupción (ibid.) 

En su Capítulo I, artículo 3, el proyecto define el deber de probidad, a cargo de todo funcionario público. El artículo 7 desarrolla el libre acceso a la información, señalando que toda "la relacionada con el ingreso, presupuestación, custodia, administración, inversión y gasto de los fondos públicos, así como la necesaria para asegurar la efectividad de la presente ley, en relación con los hechos y conductas de funcionarios públicos", "es de interés público." Se establece la protección al denunciante de buena fe (artículo 8), y se señala que corresponde a la Contraloría General de la República determinar los procedimientos para la atención y trámite de las denuncias, respetando el derecho de petición (artículo 9). Los expedientes de las investigaciones no son públicos, pero sí lo serán las compareceencias en los procedimientos que se instruyan, salvo que por razones de decoro o de intimidad de las partes el órgano director declare su carácter de secreta (artículo 10).

Además de reformular el régimen de las declaraciones juradas  (artículos 22 a 37), el proyecto señala causales de responsabilidad administrativa, civil y penal, tipificando varios comportamientos. El proyecto reforma la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (artículo 7) para desarrollar el tema de la responsabilidad y sanciones a sujetos de derecho privado y reformula el régimen de prohibiciones para contratar con el Estado que contempla la Ley de la Contratación Administrativa.

( Expediente No.13410. Adición de un artículo a la Ley sobre el enriquecimiento ilicito de los servidores públicos. Presentado el 11 de noviembre de 1998 por el diputado Presidente de la Asamblea Legislativa, de la fracción oficialista. Pasó a estudio de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos. El artículo busca regular, prevenir, detectar y sancionar prácticas ilegales  de funcionarios públicos en la atención de asuntos profesionales particulares, por los que reciben retribución. (En Costa Rica se conoce la práctica con el nombre de "biombos".)

( Expediente 13853. Creación de la Oficina de Denuncias por Corrupción y Control Político del Poder Legislativo. Presentada por un diputado de oposición el 2 de diciembre de 1999. Pasó a estudio de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos.

La Oficina estará a cargo de un Director, nombrado por el Directorio de la Asamblea Legislativa y tendrá un Consejo de Control Político, integrado por el Director y por otros dos funcionarios, uno de la Contraloría General de la República y otro de la Defensoría de los Habitantes. La Oficina recibirá y tramitará las denuncias  realizadas por corrupción, en el tanto que el Consejo  las valorará y pasará al Plenario Legislativo a través de las fracciones o el Directorio. La Oficina presentará un Informe Annual al Plenario legislativo.

( Expediente 12063. Ley de Administración Financiera de la República y de Presupuestos Públicos. Tiene dictámen unánime afirmativo de la Comisión Permanente especial de Control de Ingreso y Gasto Público de fecha 5 de agosto de 1998. Según el proyecto, la formulación del presupuesto ha de hacerse de manera que permita luego evaluar el cumplimiento de las políticas y planes anuales; además, establece la obligatoriedad para los órganos públicos de todo tipo de presentar informes periódicos de evaluación financiera de ejecución de presupuesto, de gestión, de resultados y de rendición de cuentas para verificar cumplimiento de metas. Originalmente el proyecto regulaba la temática del control interno…(pero después de conversar con personeros de la Contraloría General de la República)  se consideró conveniente separar la normativa en mención, con el propósito de que, posteriormente, la misma sea parte de una Ley General de Control de la Hacienda Pública, la cual incluiría reformas a la Ley Orgánica de la Contraloría … " (de la Exposición de Motivos del dictamen).

El proyecto contempla que "El presupuesto debe ser susceptible del conocimiento público, en aras de la trasparencia, …" (artículo 5, inciso g). No dispone nada más en torno a la participación de la sociedad civil.

El Título X del proyecto regula el "Régimen de responsabilidad" (de los servidores públicos en el campo del manejo de la Hacienda Pública), definiendo criterios de valoración de anomalías, el debido proceso aplicable a procedimientos para declaración de responsabilidad, los hechos generadores de responsabilidad administrativa, el delito informático, la responsabilidad administrativa, la responsabilidad civil, la responsabilidad penal, la responsabilidad civil de particulares (artículos 107 a 117), así como prohibiciones especiales y limitaciones al ejercicio de otras funciones aplicables a los funcionarios de la Administración Financiera del Estado (artículos 122 y 123).

( Expediente 13276, Ley contra la corrupción de la Administración pública. Presentado por un diputado de fracción unipersonal el 9 de setiembre de 1998. Pasó a estudio de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos. Es un proyecto de dos artículos que disponen que los hechos de corrupción atribuíbles al Presidente o ministros generarán obligación a cargo del "partido político corresponsable," que pagará con fondos de la deuda política que le corresponda, y si no fuere suficiente, con los bienes inscritos a su nombre.

( En el campo de proyectos de controles administrativos y judiciales de la corrupción, existen varios proyectos en la corriente legislativa, ninguno de los cuales contiene disposición alguna directa o indirectamente relacionada con la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción: a) Expediente 12969, creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda y Función Pública, presentado por dos diputados de oposición el 5 de agosto de 1997; b) Expediente 12914, creación de la Procuraduría contra la Corrupción, presentado por el Ejecutivo  (Administración 1994-1998) el 12 de junio de 1997; c) Expediente 12968, creación de la Fiscalía Penal de Hacienda y Deberes de la Función Pública, presentado por dos diputados de oposición el 5 de agosto de 1997; d) Expediente 13985, creación de la Procuraduría de la Etica Pública, presentado por el Poder Ejecutivo el 7 de junio del 2000; e) Expediente 13986, creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública, presentado por el Poder Ejecutivo el 7 de junio del 2000; f) Expediente 13987, creación de la Fiscalía Penal de Hacienda y de la Función Pública, presentado por el Poder Ejecutivo el 7 de junio del 2000.

( En relación al manejo de recursos públicos y rendición de cuentas existe el expediente 12332, Ley de Responsabilidad Fiscal, que cuenta con dictamen afirmativo de mayoría de la comisión permanente de Asuntos Económicos de fecha 6 de noviembre de 1996.

(  Hay dos proyectos de ley de participación popular (Expediente 13259, Ley de Participación Ciudadana y Responsabilidad Popular y …., los cuales se encuentran en estudio de la Comisión Permanente de  ….. .

· En junio del 2000 la Asamblea Legislativa rechazó, en segundo debate de la segunda legislatura, un proyecto de reforma constitucional, presentado desde 1990, que pretendía establecer dentro de la Constitución Política las figuras del reférendum y de la iniciativa popular en la formación de las leyes. Queda el reférendo vigente únicamente a nivel cantonal.

q.- Dos documentos adicionales

( El  8 de mayo de 1998, con ocasión del inicio de su período constitucional, el Presidente de la República emitió un documento que bien puede denominarse "Código de Etica", dirigido a orientar (de manera no normativa) el comportamiento y accionar público de quienes habrían de ocupar cargos de confianza dentro de la Administración

( Como una de las piedras angulares en que habría de fundamentarse su acción de gobierno, no más el día siguiente de su elección, el Presidente de la República promovió la celebración de un gran evento de concertación nacional, con la participación de diversos sectores de la sociedad civil y política. A la hora de definir los temas importantes sobre los cuales habrían de girar las gestiones de concertación, hubo consenso en que el de la corrupción habría de ser uno de ellos. En consecuencia, se instaló una Comisión sobre Corrupción que rápidamente concluyó sus trabajos, suscribiendo un informe final con 53 recomendaciones adoptadas por consenso, informe que fue suscrito y ratificado por los integrantes de la Comisión el 25 de setiembre de 1998.

Un apartado importante del informe final citado se denomina "Recomendaciones en el tema de la participación ciudadana en el control de la corrupción".  " … resulta necesario efectuar modificaciones al marco legal e institucional para remover obstáculos al ejercicio del deber ciudadano de detectar, denunciar y fiscalizar la corrupción en la gestión pública," reza el informe (pág. 7). Entre las 11 recomendaciones atinentes al tema conviene destacar las siguientes: introducir listas abiertas para la elección de diputados; permitir la presentación de candidaturas a nivel local por grupos que no constituyan partidos políticos; crear un sistema de audiencias públicas que examine la idoneidad de las personas que el Presidente proponga para los cargos de ministro, viceministro y Presidente Ejecutivo de instituciones; hacer de la declaración patrimonial de bienes de los funcionarios públicos una de índole exhaustiva y sujeta a verificación; desarrollar medios de verificación y auditoría de los informes de los partidos políticos sobre sus gastos electorales; apoyar la creación de contralorías comunales que se constituyen en el Programa del Triángulo de la Solidaridad. Se recomienda además desarrollar las capacidades fiscalizadoras de la ciudadanía sobre la gestión de asuntos de interés público; permitir la acción popular en relación a administración y control de fondos públicos; suprimir la responsabilidad objetiva de los directores de medios en los delitos de difamación, injurias y calumnias expuestas por terceros en los medios que dirigen; introducir mecanismos de consulta en procesos de preparación, discusión y aprobación de presupuestos públicos y garantías de pleno y oportuno acceso a la información sobre contratación pública, incluyendo la de obras por concesión. . La comisión finaliza recomendando la creación del Foro Nacional Permanente sobre la Corrupción, como punto de encuentro y diálogo entre organizaciones de la sociedad civil, los partidos políticos y el Estado, sobre estrategias y acciones para combatir la corrupción. (págs.7,8,9 y 15).

r. ¿Considera que la normatividad jurídica que en su país regula la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción es suficiente y eficaz para el logro sus fines? En caso afirmativo, explique brevemente por qué y si estima que existen vacíos o falencias al respecto relacione brevemente los aspectos que en su criterio debería contemplar dicha normatividad o las modificaciones que deberían introducírsele a la misma, indicando la clase de acto jurídico que debe proyectarse para ello (ley, decreto reglamentario, etc.) y las autoridades competentes ante las cuales debe tramitarse su expedición. 

( ¿ Es efectiva la normativa ?

"Las normas actuales no han desalentado la corrupción, " reza el subtítulo editorial del periódico La Nación del 15 de agosto del 2.000.  refiriéndos e a la normativa sobre el enriquecimiento ilícito y la corrupción indica que "sus resultados hasta ahora han sido nulos." Este consultor comparte plenamente  esos criterios. Hay abundante normativa; no es eficaz, sin embargo. Los entes de control tienen mandatos claros; campea si embargo la impunidad.

( ¿ Existen vacíos ?

Sí los hay, muchos. Basta un ejemplo: desde marzo de 1995 la sala constitucional  anuló el delito de enriquecimiento ilícito establecido en la ley especial que lo definia. Aun se encuentra en trámite legislativo un proyecto preparado para subsanar la falencia. No hay voluntad política de acometer su discusión y eventual aprobación.

( ¿ Qué falta ? 

El Poder Legislativo, incluyendo a la Contraloría General de la República y la defensoría de los Habitantes de la República, debe abocarse a la preparación y discusión participativa muy extendida, de un proyecto de ley para regular la rendición de cuewntas recientemente establecida en el artículo 11 constitucional.

( ¿ Qué tipo de acto ? 

Legislación sencilla, aplicable, de consenso. Debe crearse una comisión mixta, con prticipación de diputados, que analice integralmente la legislación vigente y los proyectos de ley en trámite legislativo y prepare, con amplia participación popular, un proyecto de ley general en el campo de la ética pública y las conductas quew generan corrupción. La sociedad civil está dispuesta a involucrarse. Debe crearse la oportunida. Urge !

( ¿ Qué ente la dictaría ?

El que mejor y más eficiente y participativamente pueda hacerlo

· ¿ Qué debe hacerse ?

Generar acciones concertads, eficaces, para estimular, de verdad, la participación de los habitantes y de organismos de la sociedad civil en esfuerzos generales para prevenir, detectar y sancionar la corrupción.

Acometer iniciativas para recobrar la credibilidad de los gobernados en sus gobernantes. Renunciar públicamente a privilegios. Dar buen ejemplo.

Hacer de la participación ciudadana una realidad, tanto en el campo de la prevención de la corrupción como en muchos otros del quehacer público. Es peligroso cuando se habla mucho sobre participación y no se hacen efectivos los propósitos.

�  Conceptualizaremos la corrupción como " Toda aquella acción u omisión de las personas en general y del servidor público en particular que los lleva a desviarse tanto de los deberes y responsabilidades como ciudadano, o los formales del cargo asignado, con el objeto de obtener algún tipo de beneficio, así como promover o utilizar para beneficio personal o político, información privilegiada, influencias u oportunidades," (Tomado de Transparencia Internacional, Documento de trabajo. Julio del 2000, pág.12)                 El Código Penal, entre otras, tipifica las siguientes conductas como constitutivas de delito, clasificándolas del modo que sigue: Delitos contra deberes de la función pública: Abuso de autoridad (artículo 329), Incumplimiento de deberes (artículo 330), Abandono del cargo (artículo 333), Nombramiento ilegal (artículo 335), Divulgación de secretos (artículo 337); Delitos de corrupción de funcionarios: Cohecho impropio ( artículo 338), cohecho propio ( artículo 339), Corrupción agravada (artículo 341); Delitos de Enriquecimiento ilícito: Tráfico de influencias (artículo 341, inciso 1), Uso indebido de información (artículo 344, inciso 2), Aceptación de dádivas (artículo 343, inciso 3), Enriquecimiento ilícito (artículo 343, inciso 4), Negociación incompatible (artículo 345).


�  La Ley referida castiga más severamente que el Código Penal el delito de enriquecimiento ilícito. El artículo que tipifica dicha conducta (artículo 26) fue sin embargo declarado inconstitucional -- y por lo tanto inaplicable -- por Voto 1707- 95 del 28 de marzo de 1995, por considerar la Sala Constitucional que en la forma como lo tipifica la Ley de comentario, se invierte -- en perjuicio del acusado-- la carga de la prueba, vilentándose de esa manera el principio de inocencia.


� Ver nota supra


� El autor desconoce de la existencia de un decreto ejecutivo en ese sentido.


� Ni bajo uno ni bajo el otro Decreto ha funcionado el Consejo. Las propuestas siguen siendo, al día de hoy, meras aspiraciones de algunos, y compromisos no cum´plidos por parte del estado.


�  En 1999 el Ministerio de Educación Pública decidió publicar en La Gaceta, para escuchar opiniones, un anteproyecto de Reglamento a la Ley para evitar todo tipo de discriminación racial en el sistema educativo. 


� La cita proviene del texto de la ley según la consigna Editorial Porvenir, 11a. ed., 1997. Habrá de ser cotejado con el texto original por cuanto el encabezado del artículo, en la fuente consultada,  se refiere a la divulgación adulterada de actas o debates. El cuerpo del texto del artículo, en la edición de Editorial Porvenir, no incluye la palabra "adulterada." Por lo demás, en la forma transcrita, la tipificación es de dudosa constitucionalidad.


� En 1996, la Defensoría de los Habitantes llevó a cabo un "Día de la Sugerencia", que contó con amplio apoyo mediático. Ese día, se resolvió, la institución no recibiría quejas, sino que más bien se desplazaría a sitios públicos, con el debido apoyo logístico, para recibir sugerencias, las cuales trasladaría luego, debidamente sistematizadas, a los organos concernidos.


� El tema es uno de los indicadores que determina la calidad de una democracia, según clasificación que de ellos se ha hecho por el Proyecto del Estado de la Nación en desarrollo humano sostenible que prepara, para su publicación en el 2000, un amplio estudio denominado Auditoría de la democracia..





